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Resumen 
La minería en Colombia es una de las actividades económicas más importantes hoy en día, 
teniendo en cuenta que únicamente para el primer trimestre de 2018 represento el 5,18% 
del Producto Interno Bruto total del país de acuerdo a cifras dadas por el DANE. En razón 
de lo anterior, en Colombia el sector que se instituye como una de las grandes fuentes de 
riqueza y con su con su explotación buscará generar crecimiento sostenible y mayor 
equidad social, regional e intergeneracional. En esa medida en la actualidad los proyectos 
de minería ilegal conllevan un alto costo para el estado colombiano y que esta actividad, no 
solamente constituye un recto quebrantamiento de la ley, sino que, irradia efectos en 
distintos ámbitos como son el ambiental y el económico. En razón de lo anterior es viable 
realizar un artículo de reflexión que indague sobre las acciones realizadas por el estado para 
combatir el problema de la minería ilegal en Colombia y la efectividad que han tenido las 
mismas hasta la fecha.   




The mining activity in Colombia is one of the most important economic activities 
nowadays, considering that only for the first quarter of 2018 it represented 5.18% of the 
total Gross Domestic Product of the country, according to figures given by the DANE. In 
view of the above, in Colombia the sector that is established as one of the great sources of 
wealth and with its exploitation will seek to generate sustainable growth and greater social, 
regional and intergenerational equity. To that extent, currently illegal mining projects 
involve a high cost for the Colombian state and that this activity, not only constitutes a right 
breach of the law, but also radiates effects in different areas such as environmental and 
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economic. In view of the above, it is feasible to carry out an article of reflection that 
inquires about the actions taken by the state to combat the problem of illegal mining in 
Colombia and the effectiveness that they have had to date. 
Key words: State Responsibility, Environment, Aerial Aspiration, Glyphosate, Illegal 
crops, Illicit Drugs, Anti-drug Policy 
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Introducción 
La constitucionalización es un evento que debe ser entendido como el proceso mediante el 
cual un Estado plasma los elementos jurídicos por los cuales va a regirse, lo anteriores 
deben ser ajustados a los criterios de Derecho Internacional y no desconocer en ningún 
momento los derechos reconocidos en la Declaración de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano y la Declaración Universal de Derechos Humanos de 1948 (Cubides Cárdenas, 
2014). 
Conforme a lo anterior, debe resaltarse  que en  Colombia el derecho al medio ambiente se 
encuentra protegido constitucionalmente y se ha consagrado como un derecho colectivo de 
manera taxativa en el artículo 79 de la Constitución Política de 1991, así mismo es claro 
que el ejercicio de este derecho guarda estrecha relación con otros derechos dispuestos en el 
texto constitucional (Zapata, 2013). 
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De igual forma, es claro que de acuerdo a las disposiciones constitucionales los recursos 
hallados en el subsuelo son propiedad del Estado y el mismo se encuentra en la facultad de 
explotarlos, creando medidas óptimas para salvaguardar los recursos naturales.  
No obstante, el problema de la ilegalidad minera en el país en la actualidad representa una 
preocupación sectorial teniendo en cuenta que esta actividad extrae de manera ilegal los 
recursos del subsuelo, por lo cual no genera regalías para la nación, ni se hace bajo la 
normatividad ambiental establecida lo que genera graves impactos ambientales en los 
recursos naturales (Contraloría General de la Republica, 2013). 
La economía interna también se ve afectada por el aumento de proyectos de minería ilegal 
en Colombia, ya que impacta directamente el aumento de las cifras de desempleo, el 
desplazamiento forzado y la proliferación de grupos armados ilegales en el área de 
influencia donde se da este tipo de explotación.  
Como lo indica Ortiz, (2015) es necesario evaluar aspectos determinantes como magnitud, 
tiempo de aparición, situación socioeconómica, áreas afectadas, tipos de contaminación, 
número de personas afectadas, problemas directos e indirectos sobre el ambiente y sobre el 
hombre. Lo anterior con la finalidad de realizar procedimientos que permitan explotar los 
recursos de una manera sostenible, por lo cual es necesario que se despliegue una todas las 
acciones necesarias para exterminar los proyectos de minería ilegal ya que tienen un costo 
importante para el país.  
En armonía con los precedentes esbozados, este artículo plantea como pregunta de 
investigación la siguiente: ¿Cuál es el impacto de las acciones que ha realizado el Estado 
colombiano para combatir la minería ilegal en el país? Lo anterior se revisa con el fin de 
determinar la efectividad que han tenido los planes diseñados por el Estado para combatir la 
minería ilegal en el país.  
El presente artículo de reflexión es desarrollado mediante la aplicación de la metodología 
doctrinal hermenéutica que es realizada mediante la revisión y análisis de textos, cifras 
estadísticas e informes sectoriales mediante los cuales se ha expuesto el estudio de 
microproblemas asociados a  las consecuencias de la explotación ilegal de recursos en el 
territorio colombiano.  
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1. Regulación Minera en Colombia. 
En materia de explotación minera, el Estado colombiano ha expedido normas concretas que 
regulan esta actividad teniendo en cuenta el auge extractivista que ha presentado el país en 
los últimos años (Martínez, 2013). El marco regulatorio de la actividad está compuesto por 
una serie de leyes, resoluciones y documentos de política que dan los lineamientos para el 
ejercicio de esta actividad. 
En los últimos años, se ha venido desarrollando una legislación mucho más amplia que 
busca regular todos los aspectos técnicos de la extracción minera, y de igual manera mitigar 
los impactos ambientales que se presentan debido a la explotación minera, todo lo anterior 
en cumplimiento de las obligaciones ambientales que ha adquirido Colombia frente al 
cambio climático y la protección de los recursos naturales.  
Como lo indica Duarte (2012) la explotación de la riqueza del subsuelo se encuentra ceñida   
a las disposiciones que sobre el tema consagró la Constitución Política de 1991, 
concretamente en el artículo 332
3
 sobre la propiedad de los recursos del subsuelo y el 
artículo 334
4
 sobre la intervención del Estado en la explotación de recursos naturales. 
A continuación, se expondrán de manera breve las normas que se encuentran vigentes sobre 
explotación minera en el territorio colombiano.  
1.1 Código de Minas: 
El Código de Minas fue expedido mediante la Ley 685 de 2001 y regula los aspectos 
esenciales de la explotación minera en el país, desarrollando los planteamientos generales 
para el fomento sostenible de esta actividad, adicionalmente diseña las reglas en materia 
ambiental a las que deben someterse las empresas a las cuales se les otorga un contrato de 
concesión minero. 
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el gasto público social será prioritario (…) 
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Esta norma logro plantear una serie de objetivos de interés público, que tenían como 
finalidad aumentar la exploración de recursos mineros de propiedad estatal, atrayendo 
inversión extranjera el país. Por lo tanto, se buscó expedir unas normas equilibraran el 
aprovechamiento de recursos y el cuidado de los recursos naturales, adoptando el concepto 
internacional de desarrollo sostenible (Villalobos, 2017).  
Este Código de Minas sigue rigiendo actualmente debido a que el nuevo Código que fue 
expedido mediante la Ley 1382 de 2010 fue declarado inexequible y retirado del 
ordenamiento jurídico por omitir el procedimiento de consulta previa. No obstante lo 
anterior, la Corte Constitucional permitió que esta sentencia difiriera su efecto por dos años 
para no afectar las áreas protegidas y restringidas de la actividad minera. 
Lo anterior, conlleva una serie de implicaciones negativas en el sector minero, teniendo en 
cuenta que las disposiciones del Código de Minas que rige actualmente no se ajustan a la 
realidad del sector hoy en día, por cuanto se expidió hace 17 años. A la fecha, se ha 
preferido por parte de las instituciones que manejan el tema minero en el país expedir una 
serie de normas que modifican algunos de los procedimientos o crean regulaciones para 
sectores específicos, y se ha relegado el trámite del Código Minero.  
Adicionalmente existen una serie de normas que se han expedido para exponer los 
lineamientos de la política minera en Colombia y serán analizados a continuación.  
1.2 Plan Nacional para el Desarrollo Minero para el año 2019: 
En Colombia se expide un Plan Nacional para el Desarrollo Minero por parte de la Unidad 
de Planeación Minero Energética (en adelante UPME) que contiene la visión del sector 
minero a largo plazo y el desarrollo que se ha planificado de esta actividad. 
El último de estos planes fue expedido en el año 2006 y contiene la visión del sector al año 
2019, y se planteó una serie de objetivos a desarrollar en el sector minero nacional, que se 






Figura 1. Objetivos del sector minero en el Plan Nacional para 2019 
 
Fuente: Elaboración Propia a partir de información tomada de UPME (2006). 
Como se logra observar en la figura 1, la política minera que se planteó Colombia fue 
ambiciosa y se tiene como objetivo principal incrementar la actividad minera en el país, al 
punto de convertir a Colombia en el país latinoamericano con mayor explotación minera, lo 
anterior a partir de optimizar los procesos en las etapas de la concesión minera en y en el 
proceso de licenciamiento ambiental (UPME, 2006). 
Ahora bien, el desarrollo de la política minera mencionada requiere una articulación y 
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1.3 Institucionalidad del sector minero en Colombia. 
El sector minero en Colombia está conformado por una serie de instituciones que tienen a 
su cargo importantes funciones que logran la articulación y el funcionamiento de dicha 
actividad en Colombia, a continuación se describirán brevemente. 
1.3.1 Agencia Nacional de Minería: 
La Agencia Nacional de Minería (en adelante ANM) es la autoridad minera y la 
administradora del recurso minero a nivel nacional, esta tiene como principales funciones el 
otorgamiento de títulos, y la inspección, seguimiento y control de la exploración y 
explotación minera a nivel nacional (Ministerio de Minas, 2014).  
Esta institución es una agencia especial creada a través del Acto Legislativo 05 de 2011 
para centrar la expedición de títulos mineros y optimizar este proceso haciéndolo más 
expedito y facilitando los procesos de licitación en materia minera. De igual manera, es 
necesario destacar que estas agencias son supervisadas de manera periódica por el 
Ministerio de Minas y Energía quien es la entidad que le delego las funciones que tiene a 
cargo.  
De igual manera, existe otra entidad pública que realiza la planeación de la explotación en 
el país, esta se explicara a continuación.  
1.3.2 Unidad de Planeación Minero Energética: 
La UPME es una unidad técnica y administrativa especial encargada del desarrollo 
sostenible de los sectores de minería y energía del país (Bnamericas, 2016).   
Esta tiene como función principal planificar, apoyar y evaluar de manera integral el 
desarrollo de la minería y del sector eléctrico del país, así entonces, la UPME desarrolla la 
planificación del sector minero a través del desarrollo de procesos para la obtención de 
información y el análisis de los mismos.   
La UPME es la encargada de desarrollar el Plan Nacional Minero cada tres años, en la 
actualidad expidió un plan que desarrolla el marco a largo plazo para el año 2025. En el 
mismo se hace énfasis en que la ilegalidad que se presenta actualmente en la explotación 
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minera le resta una serie de recursos importate a las regiones e incide de manera negativa 
en las cifras de empleo generadas por el sector (UPME, 2017).  
Ahora bien, en materia ambiental existen otras instituciones que articulan el sector como la 
ANLA y las CAR que se mencionan seguidamente.  
1.3.3 Autoridad Nacional de Licencias Ambientales: 
La Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) es la entidad pública del nivel 
nacional encargada de expedir las licencias ambientales para las actividades que así lo 
requieran.  
Dentro de las funciones más importantes que tiene la ANLA están las de otorgar o negar las 
licencias, permisos y trámites ambientales, así como realizar el seguimiento a dichas 
licencias y permisos que se otorgan. De igual manera esta entidad administra el Sistema de 
Licencias, Permisos y Trámites Ambientales -SILA-y Ventanilla Integral de Trámites 
Ambientales en Línea –VITAL (ANLA, 2018).  
La Corte Constitucional, respecto de la naturaleza jurídica de la ANLA ha expresado que 
esta agencia “fue creada por el ejecutivo, con la finalidad de desconcentrar la función de 
otorgamiento de licencias ambientales; tal autoridad hace parte del Sector Administrativo 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, con autonomía exclusivamente administrativa y 
financiera, sin personería jurídica propia (Corte Constitucional, Sentencia 572 de 2012).  
1.3.4 Corporaciones Autónomas Regionales: 
Las Corporaciones Autónomas Regionales (en adelante CAR) deben ejercer como 
autoridad ambiental de acuerdo a la jurisdicción que les corresponda, lo anterior en 
concordancia con la política que el Ministerio del medio ambiente haya definido en la 
materia.  
Por lo tanto, y como lo indica la CAR (2016) estas entidades deben coordinar los procesos 
los planes, programas y proyectos de desarrollo medio ambiental que deban formular los 
diferentes organismos y entidades integrantes del Sistema Nacional Ambiental -SINA- en 
el área de su jurisdicción.  
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A continuación se realizara un estudio de las normas que regulan los aspectos ambientales 
que se producen por el ejercicio de la actividad minera.  
2. Regulación sobre los impactos ambientales negativos de la minería en 
Colombia. 
Teniendo en cuenta la importancia de la actividad minera en Colombia y el equilibrio que 
la misma debe mantener con la protección de los recursos naturales, en el país se han 
expedido una serie de normas que buscan dar herramientas al Estado para sancionar a las 
personas naturales o jurídicas que causen daños ambientales.  
2.1 Régimen Sancionatorio ambiental: 
Como lo indica Amaya (2010) la expedición de la Ley 1333 de 2009 significó para la 
Colombia la entrada en vigencia de un nuevo régimen ambiental que subroga las 
disposiciones anteriores que existían sobre la materia. La expedición de estas nuevas 
normas en materia ambiental tiene como objetivo garantizar el uso adecuado y la 
conservación de los recursos naturales y el medio ambiente. 
Fueron varias las motivaciones que tuvo en cuenta el legislador colombiano para expedir 
esta norma, entre las cuales están las políticas globales que se han implementado para 
combatir el cambio climático. De igual manera se han tenido en cuenta el concepto de 
desarrollo sostenible y buenas prácticas ambientales para la explotación de recursos 
(Acevedo, 2013). 
Este tipo de mecanismos resultan efectivos en la medida de que se realicen seguimientos 
acuciosos a los proyectos que tienen licencias ambientales, con el fin de determinar si 
cumplen los planes de manejo ambiental propuestos, y se ciñen a los compromisos 
suscritos en la materia. 
Debe tenerse en cuenta que en materia de explotación minera de acuerdo a lo dispuesto en 
el artículo 205
5
 de la Ley 685 de 2001 los proyectos mineros requieren licencia ambiental 
                                                          
5
 Artículo 205. LICENCIA AMBIENTAL. Con base en el Estudio de Impacto Ambiental la autoridad 
competente otorgará o no la Licencia Ambiental para la construcción, el montaje, la explotación objeto del 
contrato y el beneficio y para las labores adicionales de exploración durante la etapa de explotación. Dicha 
autoridad podrá fundamentar su decisión en el concepto que al Estudio de Impacto Ambiental hubiere dado 
un auditor externo en la forma prevista en el artículo 216 de este Código. 
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para las fases de construcción, montaje y explotación; para la etapa de exploración no se 
requiere de está.  
Todo lo anterior, está dirigido a incentivar la actividad minera en Colombia, y que la misma 
se desarrollé sobre una normativa concreta, para que exista seguridad jurídica en la materia. 
No obstante, este régimen resulta efectivo en el caso de la minería ilegal ya que al ser una 
actividad que no acoge ningún tipo de regulación no es plausible realizar ningún tipo de 
seguimiento a la misma.  
A continuación, se analizará documentos de política que enmarcan a la minería como uno 
de los Proyecto de Interés Nacional y Estratégico.  
2.2 CONPES 3762 de 2013: 
Este documento identifica los Proyecto de Interés Nacional y Estratégico (Pines) para 
priorizar su ejecución y desarrollo frente a trámites y procedimientos que requieran. La 
Figura 2 muestra de manera concreta los proyectos de minería que se consideran en la 
actualidad como PINES. 
Figura 2. PINES mineros en Colombia 
 
Fuente: Ministerio de Minas y Energía (2014).  
12 
 
Este tipo de proyectos se expuso en el documento CONPES 3762 de 2013, como una 
estrategia de gestión pública que busca facilitar la ejecución eficiente y oportuna de un 
grupo de proyectos, entre los que se encuentran aquellos de explotación minera.  
Los Proyectos de Interés Nacional Estratégico se caracterizan por que a pesar de ser de 
iniciativa privada, representan una connotada importancia en el desarrollo económico y 
social del país, esto a través de la generación de empleo, retorno de la inversión, aumento 
de la productividad y competitividad, entre otros (UPME, 2017).   
Por lo tanto, para estos proyectos se ha planteado una regulación específica en materia 
ambiental, que permita acelerar los trámites en materia de otorgamiento de licencias 
ambientales. Sim embargo, cada actividad o proyecto que se considere como PINE tendrá 
un plan de compensación ambiental de acuerdo a los impactos que produzca en el medio 
ambiente y los recursos naturales. 
De manera general se ha descrito la regulación de los proyectos de explotación minera, no 
obstante debe tenerse en cuenta que hay otros decretos y resoluciones que regulan aspectos 
más concretos del tema. Se procederá a continuación a analizar aquellos proyectos de 
minería que no se sujetan a la normativa existente sobre el tema, por lo que se desarrollan 
de manera clandestina o ilegal.  
2.3 Persecución de la minería ilegal desde el ámbito penal: 
En el Código Penal colombiano se ha previsto en su artículo 388 que la explotación ilícita 
de yacimiento minero y otros materiales se considera como un delito, no obstante el mismo 
tiene una pena relativamente baja de prisión que va desde los dos (2) a ocho (8) años y 
multa de cien (100) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(Sánchez, 2015). 
Esta práctica termina afectando varios bienes jurídicos que son ámbito de protección del 
derecho penal como el medio ambiente, la salud pública,  y el patrimonio estatal. Así 
mismo, la minería ilegal resulta siendo una fuente de financiación de otras actividades 
ilícitas. La intensificación de la persecución penal de este delito se da como iniciativa del 
Convenio interadministrativo 027 de 2007 que busca sumar los esfuerzos de las autoridades 
del país para combatir la minería ilegal.  
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Como lo expresa la Contraloría General de la Republica (2013): 
El Convenio Interadministrativo N° 027 de 2007 de 13 de agosto de 2007, en el que 
intervinieron el Ministerio de Minas y Energía, el Ministerio de Ambiente, la Fiscalía 
General, la Procuraduría e INGEOMINAS (hoy Agencia Nacional de Minería), surge con el 
propósito de aunar esfuerzos para el diseño e implementación de estrategias tendientes a la 
prevención, detección y sanción que permita la erradicación de la minería ilegal. Las acciones 
de cierre de minas, serían apoyadas por otras entidades como la Policía, Alcaldías, Fiscalías 
Regionales y Corporaciones Autónomas Regionales (p.13).  
Ahora bien, como se puede observar en la figura 3 obtenida desde las estadísticas de la 
Fiscalía General de la Nación, los capturados por este delito aumentaron significativamente 
en el año 2013, y en los años posteriores se ha presentado una disminución significativa de 
las personas judicializadas por esta conducta delictiva.   
Figura 3. Noticia Criminal Explotación Ilícitas de Yacimiento Minero en Colombia 2005-2019 
 
Fuente: Fiscalía General de la Nación (2019).  
Las estadísticas mostradas por la Fiscalía General de la Nación permiten inferir que la 
persecución que ha realizado el Estado desde el ámbito penal para quienes incurran en esta 
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conducta resulta significativa y permite castigar este comportamiento y enviar un mensaje a 
la sociedad sobre la comisión de esta conducta.  
3. Minería Ilegal en Colombia y sus efectos.  
La minería ilegal es una actividad que se viene incrementando en Colombia de manera 
preocupante, actualmente existen centenares de minas que operan de manera ilegal, lo que 
genera una serie de efectos adversos como la contaminación de recursos naturales, la 
evasión de cargas tributarias, las condiciones de inseguridad para los trabajadores, entre 
otros (Juárez, 2015). 
Ahora bien, las causas a las que se atribuye el crecimiento desmedido de proyectos mineros 
ilegales son diversas; en primer lugar como lo indica la Procuraduría General de la Nación 
(2011) el Gobierno colombiano no se enfocó en regular la pequeña minería en el territorio, 
lo que hizo que se proliferarán los proyectos donde la extracción se realiza de manera 
artesanal, en segundo lugar no existe un conocimiento real por parte de las instituciones 
gubernamentales de la distribución de los recursos, lo que genera un control nulo de la 
explotación en ciertos lugares del país. 
Es necesario destacar, que el Código de Minas que rige actualmente no establece una 
estratificación minera de acuerdo a la envergadura de los proyectos, lo que genera que tanto 
los grandes proyectos mineros, como los pequeños proyectos de extracción estén sometidos 
a las mismas normas, lo anterior es un factor que juega en contra del control de la minería 
ilegal (Massé & Camargo, 2012).  
Al año 2014, se tenían identificadas unas zonas del país, donde existían proyectos de 
minería ilegal, siendo los metales más explotados irregularmente el oro, el coltan, la plata y 
el carbón. Así mismo se logró identificar que esta actividad se ejerce más comúnmente en 
las zonas donde hay presencia de grupos ilegales (Cubides, Suárez & Hoyos, 2018) como 






Figura 3. Minería Ilegal en Colombia. 
 
Fuente: UNIMIC (2014).  
En relación con lo anterior, es necesario indicar que esta actividad genera una serie de 
impactos económicos que pueden esbozarse en términos macroeconómicos y 
microeconómicos según explica Woof (2004) ya que al carecer de control se explotan una 
cantidad importante de recursos en tiempo record, mediante prácticas contaminantes. Esta 
situación afecta el principio de desarrollo sostenible y esto terminá afectando la cantidad de 
recursos disponibles para la demanda a largo plazo.  
Por otra parte, la falta de ingresos para la nación que se obtienen por la explotación de 
recursos naturales teniendo en cuenta que los recursos del subsuelo son propiedad del 
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Estado no se presenta cuando hay explotación ilegal, ni tampoco se generan regalías para 
los departamentos de donde se extraen los minerales, lo que termina generando un 
detrimento patrimonial para el Estado colombiano (Restrepo, Muñoz, Zúñiga & Osorio, 
2017). 
Adicional a lo anterior, debe tenerse en cuenta que los proyectos de minería ilegal 
constituyen una serie de impactos negativos, como los que se mencionan a continuación: 
La actividad minera sin control, además de afectar los derechos al goce a un ambiente sano y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales, dada la indivisibilidad e interdependencia 
de los derechos colectivos, vulnera los derechos a la vida, la salud, la seguridad y salubridad 
públicas, la seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente, la seguridad 
alimentaria y el derecho humano al agua (Defensoría del Pueblo, 2015, p.12).  
Como se ha logrado observar, los proyectos de minería que no se someten a la regulación 
desencadenan una serie de hechos negativos.  Descrito lo anterior, se procederá a 
profundizar en efectos ambientales y sociales negativos generados por la minería ilegal.  
3.1 Efectos ambientales de la minería ilegal en Colombia: 
La minería ilegal trae como consecuencia una serie de efectos ambientales negativos 
teniendo en cuenta que la explotación de minerales se realiza sin métodos adecuados y 
además no está sujeta a una licencia y/o plan de manejo ambiental. 
Como lo indica Barbosa (2015) los daños medioambientales generados por la explotación 
ilegal de recursos se debe en mayor proporción a la incorrecta utilización de elementos 
químicos que se terminan mezclándose en el agua, además de esto se produce un desgaste 
de la tierra, y así mismo la deforestación que se genera para poder realizar esta práctica. 
Como se puede observar esta actividad genera serios daños en los ecosistemas que pueden 
incluso llegar a afectar la salud de los ciudadanos.  
En la fotografía 1 se puede observar de manera clara la devastación que causa la 





Fotografía 1. Efectos ambientales de la minería ilegal.  
 
Fuente: Hernández (2016). 
Esto resulta completamente evidente, ya que la explotación minera de por si genera una 
serie de impactos ambientales negativos, pero los mismos son mitigados a través de planes 
de compensación ambiental, e inspección, vigilancia y control por las instituciones 
ambientales del país. Así mismo, cuando hay actividades de minería ilegal se utilizan 
elementos que contaminan de manera grave los recursos hídricos.  
En este mismo sentido, la Procuraduría General de la Nación (2011) ha advertido que 
dentro de las consecuencias ambientales más graves se encuentra, el daño a la superficie 
terrestre, ya que esta actividad genera un riesgo significativo de erosión, por lo que podría 
generar un daño a más del 2% de la superficie terrestre, y la liberación de sustancias tóxicas 
en las fuentes hídricas.  
La explotación de minas, como es obvio, suele orientarse a la extracción de metales, 
minerales y, en general, elementos orgánicos terrestres o subterráneos. Varios de esos 
elementos resultan nocivos y altamente tóxicos cuando superan ciertos porcentajes de 
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concentración en el medioambiente, perjudicando la subsistencia de especies, así como la 
salubridad humana.  
De igual manera la minería ilegal genera efectos negativos en las emisiones de gases efecto 
invernadero, lo que contribuye negativamente al cambio climático y desestima los 
esfuerzos del gobierno en esta materia, ya que no se pueden calcular la cantidad de 
emisiones derivadas de la explotación ilegal, y por lo tanto no pueden ser sometidas a 
planes de manejo institucional (Galvis, 2012).  
Es claro también que en la explotación ilegal de yacimientos mineros no se contempla 
ningún plan de responsabilidad ambiental, como los que realizan las empresas que tienen 
títulos mineros vigentes. Lo que desencadena una explotación descontrolada, que termina 
agotando recursos naturales vitales para la vida del ser humano. 
Evidenciados los anteriores efectos ambientales, es preciso indicar que están en juego el 
derecho colectivo al medio ambiente sano, del cual el Estado debe ser garante (Guarín & 
Rojas, 2017). Es momento de proseguir con los efectos en materia social que general la 
minería ambiental en el país. 
3.2 Efectos sociales de la minería ilegal en Colombia: 
Los proyectos de explotación minera ilegal, no solo traen consecuencias negativas en 
materia ambiental, también general una serie de efectos que afectan el ámbito social de los 
territorios. 
Sobre este tema la Defensoría del Pueblo (2015) indica que la minería ilegal fomenta una 
serie de problemáticas sociales en el país como lo es el aumento de la vulnerabilidad, la 
pobreza el incremento del riesgo de la ocurrencia de desastres naturales. De igual manera 
estos proyectos ilegales han desplazado actividades económicas como la pesca y la 
ganadería en algunos municipios. 
Lo anterior, resulta relevante en la medida que los municipios dejan de percibir ingresos 
por actividades legales que están sometidas al imperio de la Ley en materia tributaria y de 
empleabilidad, en esta medida se pierden empleos formales, lo que termina afectando las 
finanzas de los núcleos familiares.  
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De igual manera, como lo indica la Procuraduría General de la Nación (2011) en muchos de 
los municipios donde se realiza explotación ilegal de yacimiento minero las personas que 
son contratadas para esta actividad lo hacen en condiciones altas de riesgo, y sin la 
remuneración dispuesta por mandato legal. Así mismo es común que se presente el 
fenómeno de trabajo infantil en los lugares donde se realiza minería ilegal, lo que 
representa un riesgo para el menor y adicional sume al municipio o corregimiento en un 
fenómeno de desescolarización. 
Todo el marco expuesto representa un desafío para las entidades gubernamentales en 
Colombia que día a día tratan de combatir la minería ilegal en las regiones del país, y 
trasmitir un mensaje a las comunidades sobre la importancia de denunciar este tipo de 
prácticas.   
Es necesario acotar que los efectos sociales dependen en gran medida de las características 
del territorio y la población y deber ser sujeto de análisis en cada caso concreto para 
determinar los efectos negativos que se han producido en el marco social de la comunidad 
que habita el área de influencia de las actividades de minería ilegal.  
4. Acciones del estado frente a la minería ilegal. 
El Estado colombiano ha implementado una serie de medidas encaminadas a combatir los 
proyectos de minería ilegal en el territorio colombiano, esto debido al impacto negativo que 
causa esta actividad en el país y el crecimiento desmedido de las cifras de explotación 
ilegal. 
Como lo indica la Contraloría General de la República (2013) la problemática de la minería 
ilegal se ha abordado a partir de medidas administrativas como la creación del Registro 
Único de Comercializadores de Minerales o penales tal y como puede observarse en el 
Código Penal colombiano que consagra en su artículo 338
6
 la conducta punible la 
                                                          
6
 Artículo 338. EXPLOTACIÓN ILÍCITA DE YACIMIENTO MINERO Y OTROS MATERIALES: 
El que sin permiso de autoridad competente o con incumplimiento de la normatividad existente explote, 
explore o extraiga yacimiento minero, o explote arena, material pétreo o de arrastre de los cauces y orillas de 
los ríos por medios capaces de causar graves daños a los recursos naturales o al medio ambiente, incurrirá en 
prisión de treinta y dos (32) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses y multa de ciento treinta y tres punto 
treinta y tres (133.33) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
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explotación ilícita de yacimiento minero que la judicialización de las personas que se 
dedican a esta actividad. 
Por lo tanto, a continuación se entraran a analizar a profundidad esas medidas, para de esta 
manera establecer la efectividad de las mismas. 
4.1 Registro Único de Comercializadores de Minerales (RUCOM): 
El RUCOM nace mediante la expedición del Decreto 276 del 17 de febrero de 2015, que se 
expide con el fin de reglamentar lo ordenado en el artículo 12 de la Ley 1450 de 2012 
ordena implementar medidas de control a la comercialización de minerales (Agencia 
Nacional de Minería,  
Este registro fue diseñado por la Agencia Nacional de Minería, con el objetivo de certificar 
a las personas naturales y jurídicas que comercializan los minerales en el territorio nacional 
y de esta manera poder darle mayor transparencia a la actividad comercializadora de 
minerales en Colombia. 
En la figura 4 se puede observar una consulta realizada al aplicativo en el mes de 
septiembre, en la que se evidencia las fallas que presenta la misma al momento de realizar 
consultas. 
Figura 4. Consulta del RUCOM. 
 
Fuente: Agencia Nacional de Minería (2018). 
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Respecto de la efectividad de esta herramienta, se puede indicar que la minería ilegal se 
enfoca en la extracción de minerales que pueden ser comercializados fácilmente en un 
mercado ilegal, por lo cual el registro no controla estas actividades, teniendo en cuenta que 
muchos de los compradores de estos materiales no tiene legalizada su actividad (Ortiz & 
Rettberg, 2018). 
Visto el tema del RUCOM, se procederá a describir la política de formalización minera 
expedida por el Ministerio de Minas y Energía. 
4.2 Resolución MINMINAS 90719 de 2014: 
Esta resolución contiene los criterios de la política de formalización minera en el país, que 
tienen como objetivo combatir la informalidad y abrir nuevas opciones a los pequeños 
proyectos mineros para que actúen dentro del marco de la legalidad. 
Esto fue realizado en concordancia con lo dispuesto en el Plan de Desarrollo Minero de 
2012, que enfatizo en la formalización de los mineros artesanales para combatir la 
explotación ilegal de yacimientos mineros. Así mismo, en el año 2013 en el Decreto 933 de 
2013, el Ministerio de Minas y Energía abordó el tema de la formalización minera para 
aquellas personas que se consideran mineros tradicionales, para lo cual definió cada paso 
que se debe surtir e hizo referencia a las áreas de formalización y aquellas que se 
consideran restringidas (Ministerio de Minas y Energía, 2014).  
Ya en año 2014, se expide la Resolución MINMINAS 90719 de 2014, que planteó unas 
líneas de acción para combatir el ejercicio de la minería informal e ilegal, los cuales se 
observan en la figura 5, que se muestra a continuación en la figura 4, y además evidencian 









Figura 4. Líneas de acción política nacional de formalización minera 
 
Fuente: Ministerio de Minas y Energía (2014).  
Sin embargo, y a pesar de que se realizó un análisis importante que permitió diseñar 
herramientas para crear nuevas rutas de formalización minera, la ejecución de esta política 
a la fecha no ha sido satisfactoria y aún persiste la exigencia de criterios y requisitos 
similares a los que se exige a las grandes compañías. Es importante en este aspecto, realizar 
un trabajo de campo que permita identificar las necesidades de las personas que se dedican 
a la minería artesanal y de esta manera brindar herramientas efectivas que le permitan 
formalizarse.  
A continuación se estudiaran las medidas en materia policiva que se han tomado respecto 
de la minería ilegal. 
4.3 Unidad Nacional De Intervención Contra La Minería Criminal (UNIMIC): 
La UNIMIC es un grupo de fuerza pública creado de manera exclusiva para combatir la 
minería ilegal en el país. Fue creada mediante la expedición de la Resolución 6701 de 2014 
del Ministerio de Defensa Nacional con la finalidad de que exista un cuerpo elite dedicado 
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de manera exclusiva a identificar los proyectos de explotación minera ilegales, para su 
destrucción y confiscación. 
Esta unidad trabaja de la mano con el Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos 
(SIMCI) que en los últimos años ha venido desarrollando una importante labor ya que 
realiza estudios de la dinámica en el uso de sustancias química y  niveles de deforestación 
en materia de minería ilegal, además monitorea de forma satelital las áreas afectadas por 
esta actividad, lo que ha permitido localizar los lugares donde se realiza esta actividad para 
que la unidad de intervención pueda llegar con mayor facilidad al lugar (Naciones Unidas, 
2017). 
La creación de esta unidad ha sido importante en la medida que ha estudiado a fondo el 
fenómeno de la minería ilegal en el país, y ha generado informes que permiten dimensionar 
la problemática en sus proporciones reales.  
 
Conclusiones 
Para responder la pregunta de investigación planteada y en análisis de lo expuesto 
anteriormente es necesario indicar que si bien el Estado ha venido desarrollando una serie 
de acciones para contrarrestar la minería ilegal, es necesario que exista un enfoque hacia el 
fortalecimiento del control de esta actividad desde las autoridades ambientales, como la 
ANLA o las CAR quienes tienen mayor presencia en los departamentos. 
Como se logra observar en la investigación realizada, Colombia ha fijado como una fuente 
fundamental de sus ingresos las actividades extractivas. Para esto ha diseñado una robusta 
institucionalidad en el sector, y una regulación que busca abarcar los aspectos necesarios 
para que dichas actividades se realicen de manera efectiva y sostenible. 
No obstante, la explotación ilegal de minerales en Colombia es una actividad que se ha 
expandido considerablemente y está causando serias afectaciones ambientales como 
deforestación, contaminación de fuentes hídricas, desplazamiento, entre otros. De igual 
manera esta causa un detrimento patrimonial en los recursos de la nación teniendo en 
cuenta que no hace los aportes de regalías a los que está obligada esta actividad, y si genera 
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una serie de consecuencias ambientales y sociales negativas para las comunidades que 
habitan en las zonas de influencia de la explotación ilegal.  
Como se logro evidenciar, el ejercicio de explotación ilegal de yacimientos mineros 
adicional a las consecuencias medioambientales que representa esta actividad, se generan 
una serie de consecuencias económicas que generan un detrimento patrimonial para las 
finanzas del Estado y sociales como las condiciones precarias en las cuales contratan a las 
personas que explotan dichos yacimientos y la inseguridad técnica en la que ejercen dicha 
labor.  
En razón de lo anterior, el Estado colombiano ha diseñado una serie de políticas en materia 
administrativa para combatir la explotación ilegal de minerales en el territorio colombiano, 
teniendo en cuenda los diversos impactos negativos que causa, que terminan menoscabando 
el derecho colectivo al medio ambiente sano de todos los colombianos, y los derechos al 
trabajo digno de quienes contratan para ejercer esta labor.  
Como se logró observar, el Estado ha creado políticas de formalización para los mineros 
artesanales con el fin de tener un registro sobre las personas naturales y jurídicas que 
ejercen esta actividad, adicionalmente se han diseñado programas de articulación con otras 
instituciones como el Sistema Integrado de Monitoreo de Cultivos Ilícitos (SIMCI) que 
permite emitir alertas tempranas sobre la realización de explotación minera ilegal, y 
también ha creado un grupo de policía especializado en perseguir este delito denominado 
Unidad Nacional De Intervención Contra La Minería Criminal.  
Hasta el día de hoy, si bien estas acciones han incidido en la disminución de esta práctica, 
no han logrado erradicar la misma del territorio colombiano, en este contexto es importante 
que logre crear conciencia en las poblaciones y las comunidades sobre la importancia de 
denunciar este tipo de actividades para que las autoridades puedan llegar de manera más 
fácil a los lugares donde se realiza explotación ilegal y poder judicializar a las personas 
responsables de este delito.  
Cabe resaltar, que es evidente la deficiente actuación de las autoridades ambientales a nivel 
municipal y departamental, que no han establecido planes de acción concretos para atacar la 
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